
De Gobernanza: 

 

Primero. Asuman la gobernabilidad democrática como modelo para la gestión 

del agua y con esa premisa se incrementen y fortalezcan los espacios de 

participación social efectivos; se tengan mecanismos claros para escuchar a los 

ciudadanos y que su opinión sea considerada en la definición de políticas 

públicas y en la toma de decisiones relacionadas con el aprovechamiento del 

agua. Lo anterior debe incluir al menos las siguientes condiciones: 

 

a. Acceso a la información ambiental 

b. Acceso a la justicia ambiental 

c. Acceso a la participación pública 

d. Rendición de cuentas 

 

Segundo. Respeten la integridad corporal y la libertad y seguridad jurídica de los 

defensores del derecho al ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Para tal 

efecto, deberán comprometerse como garantes de los derechos de las distintas 

expresiones de la sociedad civil y sus líderes, a la participación activa en la toma 

de decisiones, a la organización social y libre derecho de manifestarse y difundir 

ideas, opiniones e información sin más limitaciones que las señaladas en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

 

Décimo. Fortalecer sus procesos internos para generar expertos y propiciar 

mejores decisiones. Para lo anterior se sugiere considerar en todos sus procesos 

la creación de marcos organizativos con sustento científico y conocimiento real 

de recursos y necesidades, privilegiando la conservación y capacitación del 

recurso humano.  

 

De Generales: 

 

Noveno. Los municipios deben considerar en sus leyes de ingresos multas o 

sanciones a las industrias contaminantes y no depender únicamente de la Ley 

Federal de Derechos, que sólo prevé multas por incumplimiento de dos 

parámetros de calidad del agua (DQO y SST). 


